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1.8.1 Introducción
El presente capítulo está dedicado a las materias relacionadas con el ámbito de la Administración de Justicia, 

junto a Prisiones y también a temas de Política Interior que engloba en dicho concepto quejas que afectan a la 
seguridad ciudadana, emergencias y asuntos de protección civil.

Las graves carencias encontradas en el sistema judicial a lo largo del relato de las quejas de 2018 no han hecho 
sino agudizar la parálisis de dicho sistema y dejar en evidencia, aún más si cabe, la falta de respuestas efectivas de 
superación de los graves problemas detectados, avisados, denunciados y carentes de correctivos apreciables hasta 
la fecha. Hemos venido describiendo a lo largo de los últimos ejercicios una situación de colapso en numerosos 
órganos judiciales que añaden durante 2018 su precaria capacidad de gestión y resolución de asuntos.

Al menos este año 2018 ha permitido incorporar 18 unidades judiciales (Real Decreto 902/2017, de 13 de octubre) que 
supera la penuria de los tres ejercicios anteriores que no crearon plaza alguna. En todo caso, y pesar de este paso, la demanda 
de nuevos juzgados se cuantificaba como imprescindible en 36 nuevos juzgados y 18 plazas para órganos colegiados.

Las expresiones que describen la situación de nuestro sistema judicial hablan de “parálisis legislativa y una 
ralentización en las medidas de gestión y optimización de recursos personales”; se habla de “desesperanza por la 
inacción y el olvido de los responsables”. Son valoraciones tomadas de la memoria del Tribunal Superior de Justicia 
de Andalucía 2017 (página 184).

De hecho se recoge una valoración final que no nos resistimos a hacer nuestra: “La Justicia lo merece y lo necesita. 
No es un problema de ideas. Todo está hablado y las necesidades conocidas y están bien diagnosticadas. Solo se 
requiere compromiso y voluntad de afrontar estas necesarias reformas. Sería una pena que transcurriera una tercera 
legislatura sin alcanzar el consenso político que se precisa para ello”. Con estos antecedentes, situamos en su debido 
contexto el relato específico de las quejas recibidas en materia de Justicia, que no hacen sino sumar ejemplos 
y casos bien argumentados para ratificar unas valoraciones que se parecen mucho a las que esta Institución del 
Defensor del Pueblo andaluz ha ofrecido en anteriores Informes Anuales al Parlamento.

Explicábamos en nuestra anterior memoria que la crisis y los conflictos nacidos de esta situación económica 
generaron una “resaca judicial” evidenciada en la avalancha de litigios derivados de operaciones de préstamos con 
garantías hipotecarias cuyas condiciones de contratación se han visto declaradas por distintas instancias judiciales 
como abusivas y susceptibles de amparar reclamaciones de los clientes ante las entidades financieras. Veremos las 
actuaciones emprendidas.

También, el ejercicio de 2018 concluimos los trabajos de un Informe Especial sobre los Equipos 
Psico-Sociales de la Administración de Justicia en Andalucía, seguidos a través de 
la queja 17/1470. Con el tiempo, la intervención de estos Equipos se ha consolidado en el devenir de las 
actividades de los órganos judiciales de Familia, y gracias al posicionamiento del propio Tribunal Constitucional 
(STC. 163/2009), ya que la presencia de estos Equipos se enmarca en la puesta a disposición del menor de un 
espacio específico y técnico en el que ser oído y que permite aportar, desde su juicio especializado, el criterio de 
los menores afectados en los procedimientos que les afectan. Finalmente hemos compuesto un relato interesante 
y aprovechable en el empeño por avanzar en el mejor funcionamiento de estos Equipos Psicosociales.

Por otra parte, este Capítulo recoge las actuaciones del Defensor del Pueblo andaluz en materia de Prisiones. 
Nuestras intervenciones se dirigen fundamentalmente a dos supuestos. De un lado, acudimos para propiciar o 
incentivar las respuestas de internos que, en el ámbito de la normativa penitenciaria, solicitan determinadas 
medidas de clasificación, traslados o de otra índole para facilitar su estancia en prisión. El Defensor del Pueblo 
andaluz procura atender estas peticiones canalizando su tramitación y, a su vez, ofreciendo criterios de orientación 
y asesoramiento gracias a la colaboración de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias.

Por otro lado, también incluimos las actuaciones que nacen de las peticiones o iniciativas de personas que se 
encuentran internas en centros penitenciarios y cuya especial sujeción a tal circunstancia condiciona de manera 
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evidente el ejercicio de sus actividades. El papel que acomete el Defensor viene presidido por la titularidad de 
los derechos que ostenta una persona interna en prisión, más allá de la circunstancia que dificulta o condiciona 
determinadas iniciativas, pero que, en modo alguno, puede llegar a limitarlas o, sencillamente, a perder su efectivo 
acceso o disfrute. En este elenco de situaciones destacamos el derecho a la salud y el acceso efectivo a sus 
prestaciones sociales por parte de internos en prisión.

Por último, se recogen las quejas que se atienden en materia de protección civil y seguridad ciudadana (bajo la 
denominación genérica de Política Interior), donde se añaden algunas cuestiones de administración electoral 
relacionadas con esta materia.

1.8.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.8.2.1 Justicia
Los litigios sobre los préstamos liquidados derivados de las denominadas “cláusulas suelo” o la reclamación 

de gastos indebidos en la formalización de actividades financieras han constituido una fuente de impugnaciones y 
litigiosidad hacia la saturada organización judicial, tal y como fue previsto por autoridades y expertos.

Continuando con el relato de este particular, y grave, problema judicial, recordamos que desde el Defensor del 
Pueblo andaluz hemos estado especialmente atentos a la aplicación práctica de todas las medidas acordadas para 
dar respuesta a esta avalancha de pleitos que han venido a paralizar la maltrecha capacidad judicial. Como decimos, 
esa preocupación se canalizó a través de sendas quejas de oficio; de un lado la queja 17/0962 para conocer los 
dispositivos programados por la Administración andaluza; y también mediante la queja 17/3071 para estudiar 
las causas surgidas de desatención a los contenidos del Acuerdo de Mayo de 2017 adoptado en el Consejo General 
del Poder Judicial (CGPJ). Por ello dirigimos Resolución a la Consejería indicando:

“RECOMENDACIÓN para garantizar la aplicación efectiva del Acuerdo de 25 de mayo de 2017 de la Comisión 
Permanente del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) en el seno de los juzgados andaluces seleccionados y 
disponer el conjunto de medidas incluidas en dicho acuerdo conforme a las responsabilidades de la Consejería 
de Justicia e Interior.

SUGERENCIA a fin de impulsar las medidas que logren una dotación adecuada de nuevos órganos judiciales 
conforme a las necesidades que vienen siendo reclamadas por el Tribunal Superior de Justicia, los operadores 
jurídicos y esa misma Consejería de Justicia e Interior”.

Sin embargo, no podemos olvidar que el modelo organizativo de atención a estos litigios debe ser el resultado de 
una permanente acción de colaboración inter-institucional. De ahí que, en base a la trayectoria de las actuaciones 
emprendidas en el escenario andaluz, creímos oportuno remitir todas nuestras actuaciones y experiencias ante el 
problema y convocando a las distintas instituciones de los Defensores autonómicos y al propio Defensor estatal. Se trata 
de promover una metodología para facilitar esa labor crítica de los Acuerdos adoptados y, a su vez, impulsar medidas 
acordes con las capacidades reales de las Administraciones competentes en materia de Justicia a la hora de aportar los 
medios personales y materiales efectivos y reales para aplicar los refuerzos y apoyos que se definen por el CGPJ.

De hecho, la Comisión Permanente del CGPJ aprobó la renovación del plan de especialización que afecta a 55 
juzgados de primera instancia de toda España para que conozcan de forma exclusiva y según los casos también 
excluyentes de los asuntos que se refieren a cláusulas abusivas. En esta ocasión, la duración de esta medida será 
de un año, y no de seis meses, como había venido ocurriendo desde su puesta en marcha el 1 de junio de 2017. La 
conveniencia de mantener el plan de especialización ya se puso de manifiesto durante la reunión de evaluación que 
mantuvieron en octubre de 2018 representantes del Consejo General del Poder Judicial, del Ministerio de Justicia 
y de las Comunidades Autónomas. Con los datos estadísticos sobre la mesa, los asistentes a ese encuentro se 
mostraron de acuerdo en que la especialización es un sistema adecuado para hacer frente al elevadísimo número 
de asuntos sobre cláusulas abusivas que ingresan en los juzgados en tanto no se adopten medidas legislativas más 
específicas.
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